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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 861/2020/3
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

FISCAL GENERAL DEL ESTADO Y OTRAS AUTORIDADES.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, ocho de diciembre de dos mil veintiuno.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 861/2020/3; y,
R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del dieciocho de diciembre de dos mil veinte, se tuvo a **********, demandando al Fiscal General del Estado y/o Procurador General de Justicia de San Luis Potosí, al Director y/o Comisario de la Policía Ministerial y/o de Investigación del Estado y a la Directora General de Administración de la Fiscalía y/o Procuraduría General de Justicia en el Estado, a quienes les reclamó los actos que enseguida se precisan:
“A) La ilegal retención de mi salario a partir del día 01 de Agosto del año 2020, al día de la fecha en que presento mi escrito de demanda.
B) La Ilegal notificación (Verbal), por parte La Directora General de Administración de la Fiscalía y/o Procuraduría General de Justicia en este Estado, toda vez que con fecha 15 de Noviembre del año en curso, la anterior de nombra Norma Angélica García Rodríguez, me dijo que estaba dado de baja de la corporación, y por ende no se me haría pago alguno por cantidad alguna.”
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las 14:00 catorce horas del veintiuno de octubre del presente año, con la asistencia de los delegados de las autoridades demandadas. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se dio cuenta con los formulados por los diversos delegados de las enjuiciadas, los que se agregaron a los autos para que obraran conforme a derecho; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º, 9º fracción III, 24, 35 fracción I y Quinto Transitorio, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- En primer término es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que de los escritos de contestación de demanda, por parte de las autoridades demandadas, se desprende que hacen valer la actualización de la improcedencia del juicio, atento a lo dispuesto en el artículo 228 fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra prevé lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. "Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 

...
VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro;..."

En el caso justiciable, el acto impugnado consiste en: 

“A) La ilegal retención de mi salario a partir del día 01 de Agosto del año 2020, al día de la fecha en que presento mi escrito de demanda.

B) La Ilegal notificación (Verbal), por parte La Directora General de Administración de la Fiscalía y/o Procuraduría General de Justicia en este Estado, toda vez que con fecha 15 de Noviembre del año en curso, la anterior de nombra Norma Angélica García Rodríguez, me dijo que estaba dado de baja de la corporación, y por ende no se me haría pago alguno por cantidad alguna.”
Con el objeto de acreditar los extremos de la acción intentada, la parte actora aportó los medios de prueba que se desprenden de su escrito inicial de demanda y que hizo consistir en los siguientes: 

1.- DOCUMENTAL PÚBLICA PRIMERA: La cual consiste en el original del recibo de nómina, la cual al día de la fecha no me había sido entregado, con lo que acredito que aun soy un elemento activo de la Policía de Investigación, a cargo de la Procuraduría General del Estado, y/o Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí.
2.- DOCUMENTAL PUBLICA SEGUNDA.- La cual consiste en el original y copia simple de mi credencial que me acredita como policía “C “Certificado, adscrito a la DIRECCIÓN GENERAL DE MÉTODOS DE INVESTIGACIÓN, con fecha de Vigencia del 01 de Enero al 31 de Diciembre de la anualidad que cursa.
Con relación a la prueba antes mencionada, quiero hacer notara a ese H. tribunal, que en dicha credencial, en la parte del reverso, existe una leyenda que es muy clara y con la cual acredito que eramos enviados a las tareas de investigación en campo, sin la portación de un arma con la cual nos pudiéramos defender ante el ataque de manera directo a nuestra persona. En dicha leyenda se lee lo siguiente:

“ESTA CREDENCIAL SOLO AMPARA COMO IDENTIFICACIÓN INTERNA, EL MAL USO QUE DE ELLA SE HAGA ES RESPONSABILIDAD DE QUIEN LA PORTA, DEBERÁ SER DEVUELTA CUANDO LA INSTITUCIÓN LO SOLICITE O AL CAUSAR BAJA NO AUTORIZA PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO”

...
3.- DOCUMENTAL PÚBLICA TERCERA: Consistente en el Dictamen Médico de Lesiones en donde consta fui valorado por la Doctora **********, Perito adscrita a la Fiscalía General del Estado, dictamen realizado en las instalaciones del Hospital el día en que sufrí el ataque por arma de fuego.
Con lo que acredito que mi estado de salud, no ha suido valorado de manera consciente y profesional, por profesionales de la salud, sin embargo ahora pretenden despedirme y dejarme en Estado de Indefensión.
4.- DOCUMENTAL PRIVADA PRIMERA: Consistente, en la Nota de Egreso del hospital de Nuestra Señora de la salud de fecha 03 tres de Junio del 2020.

Con tal alta del hospital acredito que tengo alojada una bala en el tórax. Situación que agrava mi integridad a cada momento.”
De los medios de prueba reseñados, se desprende la acreditación del actor respecto del cargo como Policía “C” Certificado adscrito a la Dirección General de Métodos de Investigación de la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí, así como los pagos realizados en el período que se consigna en el recibo correspondiente, documentales con el valor probatorio que les confiere el artículo 72 fracción I del citado Código.

Con base en los medios de prueba ofrecidos por el accionante, es de señalarse en primer término, que con los mismos no se acredita de modo fehaciente la existencia del acto que se impugna, consistente en el cese de que se duele, respecto de las funciones que venía desempeñando como Policía “C” Certificado adscrito a la Dirección General de Métodos de Investigación de la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí, mismo que dice le fue comunicado por la Directora General de Administración de la Fiscalía General del Estado, quien sin causa justificada argumento que lo cesaba porque recibió órdenes superiores para tal efecto; toda vez que, del cúmulo probatorio que aportó el actor en el presente procedimiento no se justifica debidamente dicho cese.

Ahora bien, las diversas autoridades demandadas al momento de producir su contestación, son coincidentes en señalar que es improcedente el reclamo del actor:

"...ya que se niega la existencia del Acto Reclamado, lo Cierto es que, el Actor **********, con fecha 31 de julio del 2020, presento escrito (...) mediante el cual comunica que a partir de su recepción, renuncia con carácter de irrevocable, al puesto que venía desempeñando como Policía “C” Certificado.

Por lo que como consecuencia de lo anterior, mediante oficio número DGA/DRH/1720/2020...."

Como se ve, las autoridades demandadas niegan la baja de que se duele el actor, señalando que la terminación de la relación jurídica administrativa con el actor, se derivó a la presentación de la renuncia que fue presentada en la Fiscalía General del Estado el día 31 de julio de 2020, para lo cual exhiben el documento relativo a la renuncia, cuyo original consta a fojas 117 de los presentes autos.

Ahora bien, conforme a lo expuesto por las autoridades demandadas, es necesario precisar la carga probatoria en el presente asunto, la cual en el caso concreto le corresponde a las autoridades demandadas, en virtud de que la actora de este juicio, atribuyó la baja de que fue objeto, de manera concreta por parte de la Directora General de Administración de la Fiscalía General del Estado, quien sin causa justificada argumentó que lo cesaba porque recibió órdenes superiores para tal efecto; por lo que aún y cuando dichas autoridades niegan el acto de que se duele la parte actora, aceptan que existió una relación administrativa, pero que la terminación de la relación jurídica administrativa con el actor, se derivó a la presentación de la renuncia que fue presentada en la Fiscalía General del Estado el día 31 de julio de 2020; por tanto, en atención a lo previsto en el artículo 274 fracción I del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria a la ley de la materia, corresponde a las demandadas, la carga de probar que el actor dejó de prestar sus servicios por una causa no imputable a ellas sino, en todo caso, al demandante en el presente asunto.

Sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia que enseguida se transcribe:

Época: Décima Época 

Registro: 2013078 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 166/2016 (10a.) 

Página: 1282 

CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. CUANDO LA AUTORIDAD DEMANDADA NIEGUE EL CESE DE UNO DE SUS INTEGRANTES, PERO AFIRME QUE ÉSTE FUE QUIEN DEJÓ DE ASISTIR A SUS LABORES, LE CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA, PORQUE LA NEGATIVA DE LO PRIMERO ENVUELVE LA AFIRMACIÓN DE LO SEGUNDO. Si la legislación contencioso administrativa establece que podrá aplicarse supletoriamente la codificación adjetiva civil, y ésta prevé el principio procesal de que quien niega un hecho sólo está obligado a probar cuando esa negativa envuelva la afirmación expresa de otro, debe estimarse que corresponde a la autoridad demandada la carga de probar cuando niegue el cese de un integrante de un cuerpo de seguridad pública, pero también afirme que fue éste quien dejó de asistir a sus labores, porque la negativa de lo primero envuelve la afirmación de lo segundo, pues implícitamente reconoce que hubo un abandono del servicio con las consecuencias jurídicas que ello ocasiona. En efecto, si la demandada no acepta que cesó al actor, pero reconoce que éste faltó sin motivo justificado a sus labores, la primera parte de esta contestación a la demanda en los casos en que se vierte simple y llanamente impide arrojarle la carga de la prueba, porque ello significaría una obligación desmedida e imposible de cumplir, al tratarse de un hecho negativo; sin embargo, la segunda aserción se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública. Consecuentemente, como negar la destitución del actor y enseguida atribuirle faltas injustificadas constituye la aceptación de que éste ya no presta sus servicios a la corporación, se está en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva, respectivamente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones.

En las relatadas condiciones, si las autoridades demandadas negaron haber dado de baja al actor, afirmando que fue el mismo quien dejo de prestar sus servicios, en virtud de haber renunciado de manera voluntaria, esto el día treinta y uno de julio de dos mil veinte, la negativa del acto no es simple sino calificada porque importa una afirmación, como en el caso concreto, luego entonces quien la produce sí se encuentra en la necesidad de justificarla. 

En el caso que nos ocupa, las diversas autoridades demandadas ofrecen como medio de prueba y convicción para justificar lo anterior, el escrito relativo a la renuncia realizada por parte del actor, de fecha 31 de julio de 2020, presentada en la Fiscalía General del Estado, cuyo original consta a fojas 117 del sumario en estudio.

Previamente a determinar el alcance probatorio de la documental aludida en el párrafo precedente, debe decirse que el actor en su escrito de contestación a la vista que se le dio con la contestación de demanda, derivado del proveído de cinco de abril de dos mil veintiuno, objetó el escrito de 31 de julio del 2020, en cuanto a su contenido, alcance y valor probatorio; sin señalar mayores razones de su objeción.

Ahora, sobre la objeción de documentos, debe señalarse por parte de esta Sala Unitaria, que cuando se impugne la autenticidad de un documento, ya sea por falsedad de su contenido o firma, deben señalarse los indubitables para el cotejo y promoverse la prueba pericial correspondiente, pues de lo contrario se tendrá por no impugnado el instrumento; y que, cuando se refute su alcance y valor probatorio, únicamente constituye una oposición a la pretensión del oferente que desea que esos medios de convicción sean dignos de valor al momento de emitirse la sentencia respectiva, caso en el cual, será necesario que quien la promueva precise las razones que tiene para ello y señale las pruebas que sustenten sus afirmaciones.

Al  respecto si bien se advierte que el accionante objetó la probanza de las autoridades demandadas en forma general, en cuanto a su alcance y valor probatorio; lo es también que no acreditó las objeciones que hizo, ya que para ello es necesario justificar la impugnación respectiva, no oponerla con afirmaciones generales en cuanto a su alcance y valor probatorio, sino que se debe establecer de forma clara y precisa dichas objeciones, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa, razón por la cual resultan improcedentes sus objeciones.

Tiene aplicación la tesis de jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito con No. Registro: 222,775,  Jurisprudencia, Materia(s): Civil, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VII, Mayo de 1991, Tesis: VI.2o. J/125, Página: 87, Genealogía: Gaceta número 41, Mayo de 1991, página 107. que a la letra dice: 

“DOCUMENTOS. OBJECION. No basta expresar que se objeta un documento sino que en todo caso es necesario precisar en qué se hace consistir la objeción y desde luego probarla, atendiendo a las reglas que prevé el artículo 263 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Puebla.” 

En efecto, el alcance y valor probatorio se debe entender como aquella actividad que el juzgador realiza a partir de, cuando menos dos enfoques; uno relacionado con el continente y el otro con el contenido, como se señala a continuación: 

El primero tiene como propósito definir qué autoridad formal tiene el respectivo elemento de juicio para la demostración de hechos en general. Esto se logrará al conocerse qué tipo de prueba está valorándose, pues la ley asigna a los objetos demostrativos un valor probatorio pleno o de indicio, previa su clasificación en diversas especies (documentos públicos, privados, testimoniales, dictámenes periciales, etcétera); derivada de aspectos adjetivos de aquéllos, tales como su procedimiento y condiciones de elaboración, su autor y en general lo atinente a su génesis. 

El segundo está vinculado con la capacidad de la correspondiente probanza, como medio para acreditar la realización de hechos particulares, concretamente afirmados por las partes. A través de aquél, el juzgador buscará establecer cuáles hechos quedan demostrados mediante la prueba de que se trate, lo que se conseguirá al examinar el contenido de la misma, reconociéndose así su alcance probatorio. 
De lo anterior se deduce que el valor probatorio es un concepto concerniente a la autoridad formal de la probanza que corresponda, para la demostración de hechos en general, derivada de sus características de elaboración; a diferencia del alcance probatorio, que únicamente se relaciona con el contenido del elemento demostrativo correspondiente, a fin de corroborar la realización de los hechos o actos que a través suyo han quedado plasmados. 

Ante la referida distinción conceptual, debe decirse que la circunstancia de que un medio de convicción tenga pleno valor probatorio no necesariamente conducirá a concluir que demuestra los hechos afirmados por su oferente, pues aquél podría resultar ineficaz en la medida en que lo sea su contenido; de ahí que, a manera de ejemplo se puede señalar que si un documento aportado como prueba es completamente ilegible, nada podría demostrar, sin importar a quién sea imputable tal deficiencia.

En tal sentido, la legislación procesal administrativa en el Capítulo V, Título Segundo, Libro Primero, en lo que respecta a las pruebas, en sus numerales 55
, 56
, 69
 fracción II, y 70
 establece que para conocer la verdad de los hechos, en los procedimientos administrativos se admitirán toda clase de pruebas, con excepción de aquellas que prohíba o limite el propio código; señalando además que las autoridades que conozcan del asunto podrán valerse de cualquier persona o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a terceros, sin más limitación que las pruebas hayan sido obtenidas lícitamente, y con pleno respeto a los derechos humanos; disposiciones que son aplicables al procedimiento del juicio contencioso administrativo, de conformidad con lo establecido en párrafo primero del diverso arábigo 217
 del Código Procesal Administrativo en consulta. [Énfasis añadido]

En el mismo tenor, el Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado en sus artículos 69 fracción II, y 70, en relación al ofrecimiento y admisión de pruebas dispone, que en los procedimientos contenciosos, las partes deberán ofrecer sus pruebas, en los escritos de demanda, ampliación o contestación de ambas; y respecto de las supervenientes podrán ofrecerse en cualquier momento, hasta antes de emitirse la resolución definitiva, y; se acordará sobre su admisibilidad, al emitir el acuerdo respectivo, sobre la contestación, ya sea de la demanda o de la ampliación de ésta, y; de igual manera se establece, que las autoridades administrativas sólo podrán rechazar las pruebas propuestas por los interesados cuando no fuesen ofrecidas conforme a derecho, no tengan relación con el fondo del asunto, sean improcedentes e innecesarias o contrarias a la moral y al derecho.

Esto último, que si bien, es inherente al procedimiento seguido ante las autoridades administrativas; no puede soslayarse que tales reglas también rigen para el procedimiento contencioso, al ser una disposición contenida en el apartado de generalidades de los procedimientos contemplados en el referido código procesal de la materia. 

En el presente caso, a consideración de esta Sala resultan improcedentes, los planteamientos de objeción planteados por el actor, ya que como fue dicho, no se observa argumento jurídico alguno por el cual éste Tribunal deba restar valor y alcance a la documental consistente en el escrito de renuncia presentado por el aquí actor el 31 de julio de 2020 ante la Fiscalía General del Estado.

En tal sentido, si bien la parte actora realiza manifestaciones con las cuales esgrime su oposición respecto del alcance y valor que se pueda dar a la prueba que controvierte; lo cierto es que no concreta un argumento jurídico que genere convicción a esta Sala para que pueda realizar un análisis exhaustivo de las referidas probanzas a efecto de calificarlas y determinar su valor y alcance en relación a los puntos controvertidos en la presente causa.
Sirven de apoyo a lo aquí determinado, los criterios adoptados en las tesis que enseguida se citan: 
“SISTEMA DE LIBRE VALORACIÓN DE LA PRUEBA. DEBE ATENDER A LAS REGLAS DE LA LÓGICA Y A LAS MÁXIMAS DE LA EXPERIENCIA.
 Conforme al sistema previsto en el artículo 197 del Código Federal de Procedimientos Civiles, el Juez tiene cierto arbitrio para asignar valor a las pruebas, salvo el caso en que la ley señale a cualquiera de éstas uno determinado, pero ello debe sujetarse a ciertas reglas, esto es, aquél debe decidir con arreglo a la sana crítica, sin concluir arbitrariamente, por lo que debe atender a las reglas de la lógica y de la experiencia, entendiéndose a la lógica, como una disciplina del saber o ciencia que tiene reglas y principios que son parte de la cultura general de la humanidad, y a la experiencia, como un conocimiento mínimo que atañe tanto al individuo como al grupo social, que acumula conocimientos ordinarios del quehacer cotidiano en las actividades genéricas del ser humano, mediante la observación de los fenómenos sociales, culturales, políticos y de la naturaleza. Así, lo trascendente del sistema de libre valoración de la prueba y del razonamiento práctico, es que el juzgador señale en qué reglas de la lógica y en qué máximas de la experiencia, basó su estudió para así justificar el resultado de la ponderación alcanzado.”

“PRUEBAS. SU VALORACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 402 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL.
 El artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal establece que los Jueces, al valorar en su conjunto los medios de prueba que se aporten y se admitan en una controversia judicial, deben exponer cuidadosamente los fundamentos de la valoración jurídica realizada y de su decisión, lo que significa que la valoración de las probanzas debe estar delimitada por la lógica y la experiencia, así como por la conjunción de ambas, con las que se conforma la sana crítica, como producto dialéctico, a fin de que la argumentación y decisión del juzgador sean una verdadera expresión de justicia, es decir, lo suficientemente contundentes para justificar la determinación judicial y así rechazar la duda y el margen de subjetividad del juzgador, con lo cual es evidente que se deben aprovechar "las máximas de la experiencia", que constituyen las reglas de vida o verdades de sentido común.”

“PRUEBAS. SU VALORACION CONFORME A LAS REGLAS DE LA LOGICA Y DE LA EXPERIENCIA, NO ES VIOLATORIA DEL ARTICULO 14 CONSTITUCIONAL (ARTICULO 402 DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL). 
El Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, al hablar de la valoración de pruebas, sigue un sistema de libre apreciación en materia de valoración probatoria estableciendo, de manera expresa, en su artículo 402, que los medios de prueba aportados y admitidos serán valorados en su conjunto por el juzgador, atendiendo a las reglas de la lógica y de la experiencia; y si bien es cierto que la garantía de legalidad prevista en el artículo 14 constitucional, preceptúa que las sentencias deben dictarse conforme a la letra de la ley o a su interpretación jurídica, y a falta de ésta se fundarán en los principios generales del derecho, no se viola esta garantía porque el juzgador valore las pruebas que le sean aportadas atendiendo a las reglas de la lógica y de la experiencia, pues el propio precepto procesal le obliga a exponer los fundamentos de la valoración jurídica realizada y de su decisión.”

Conforme a lo anterior, el documento privado fechado de recepción por parte de la Fiscalía General del Estado, el día 31 de julio de 2020, resulta eficaz para acreditar que el actor presentó su renuncia al cargo como Policía “C” Certificado adscrito a la Dirección General de Métodos de Investigación de la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí, en la fecha anotada. 

En las relatadas condiciones, las autoridades demandadas a quienes les corresponde la carga probatoria para demostrar su aserción en el sentido de que el actor no fue dado de baja, sino que fue el propio actor quien dejo de prestar sus servicios, en virtud de haber renunciado de manera voluntaria, esto el día treinta y uno de julio de dos mil veinte, justifican de manera fehaciente que el actor renunció en la fecha de referencia, por tanto la baja de que se duele el accionante, resulta inexistente.

En tal virtud, resulta innecesario analizar los conceptos de impugnación vertidos por el inconforme, máxime que en la especie, se actualiza la causa de sobreseimiento a que se refiere la fracción V del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, razón por la que la Magistrada de esta Sala Unitaria determina que resulta procedente decretar el sobreseimiento del presente juicio

Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina que al acreditarse la causal de sobreseimiento mencionada, procede decretar el sobreseimiento de la presente causa acorde con lo dispuesto por la fracción V, del artículo 229 de la citada Codificación legal, razón por la cual se considera innecesario el estudio de los demás argumentos planteados, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión. 

Por lo que con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1º, 2º, 7º, fracción XVII, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria, resulto competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Conforme a las consideraciones legales expuestas en el considerando segundo de esta resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio.  

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora; y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, la  Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, a quien le toco conocer del presente expediente, por reasignación en su conocimiento, lo anterior con fundamento en los artículos 19, fracción IX y 42 último párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 4° de su Reglamento Interior y en términos del Acuerdo General del Pleno de este Tribunal, de fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, quien actúa con Secretario de Acuerdos Licenciado Ismael Méndez Hernández,  que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� VALOR Y ALCANCE PROBATORIOS. DISTINCION CONCEPTUAL. AUNQUE UN ELEMENTO DE CONVICCION TENGA PLENO VALOR PROBATORIO, NO NECESARIAMENTE TENDRA EL ALCANCE DE ACREDITAR LOS HECHOS QUE A TRAVES SUYO PRETENDA DEMOSTRAR EL INTERESADO Época: Octava Época Registro: 210315 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo XIV, Octubre de 1994 Materia(s): Común Tesis: I. 3o. A. 145 K Página: 385.


� ARTÍCULO 55.- Para conocer la verdad de los hechos, en los procedimientos administrativos se admitirán toda clase de pruebas, con excepción de aquellas que prohíba o limite este Código. Las autoridades que conozcan del asunto podrán valerse de cualquier persona o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a terceros, sin más limitación que la de que las pruebas hayan sido obtenidas lícitamente, y con pleno respeto a los derechos humanos.


� ARTÍCULO 56.- En el procedimiento administrativo el desahogo de las pruebas ofrecidas y admitidas se realizará dentro de un plazo no menor de tres ni mayor a quince días hábiles, contado a partir de su admisión. Si se ofreciesen pruebas que ameriten ulterior desahogo, dicho término podrá prorrogarse por un plazo no mayor de diez días hábiles para tal efecto. Las pruebas supervenientes podrán presentarse siempre que no se haya emitido la resolución definitiva.


� ARTÍCULO 69.-  Las partes deberán ofrecer las pruebas:


II. En los procedimientos contenciosos, en los escritos de demanda, ampliación o contestación de ambas. Las supervenientes podrán ofrecerse en cualquier momento, hasta antes de emitirse la resolución definitiva; en este caso, se dará vista a la contraparte para que exprese lo que a su derecho convenga, reservándose su valoración hasta la sentencia.


� ARTÍCULO 70.- La dependencia o entidad de la administración pública estatal o municipal ante quien se tramite un procedimiento administrativo, acordará sobre la admisibilidad de las pruebas ofrecidas.


La autoridad administrativa sólo podrá rechazar las pruebas propuestas por los interesados cuando no fuesen ofrecidas conforme a derecho, no tengan relación con el fondo del asunto, sean improcedentes e innecesarias o contrarias a la moral y al derecho. Tal resolución deberá estar debidamente fundada y motivada.


En el caso del Tribunal al proveer sobre la admisión de la contestación, ya sea de la demanda o de la ampliación de ésta, según corresponda, resolverá también sobre la admisión de las pruebas ofrecidas por las partes.


Cuando se esté en el caso del artículo 241 de este Código, el Tribunal resolverá lo conducente a las pruebas al declarar precluído el derecho de la demandada para producir su contestación.


� ARTÍCULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código.


� Época: Décima Época Registro: 2018214 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 59, Octubre de 2018, Tomo III Materia(s): Administrativa Tesis: I.4o.A.40 K (10a.) Página: 2496  


� Época: Décima Época Registro: 160064 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro IX, Junio de 2012, Tomo 2 Materia(s): Civil Tesis: I.5o.C. J/36 (9a.) Página: 744


� Época: Novena Época Registro: 200151 Instancia: Pleno Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo III, Abril de 1996 Materia(s): Civil, Constitucional Tesis: P. XLVII/96 Página: 125





